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1’ 
lNTRODUCCIóN 

Se caracteriza la Constitución de 1980 por introducir en su texto divex~a~ 

modificaciones y bien pcdriamos decir novedades en materia legislativa, ins- 
pirada principalmente en la Constitución francesa de 1958. 

Es así como se incorp&Tá su tèXto la reserva del campo de acción de la 
ley, las leyes de base, la posibilidad de delegar atribuciones legislativas en el 
Presidente de la República, institución ya consagrada en la reforma wnstitu- 
cional de 1970 y establecida ahora con nuevas particularidades, pero lo que 
resulta, a nuestro juicio, tal vez, de mayor inter& por los problemas de inter 
pretación que ofrece es la incoqxxaci6n de distintos tipos de leyes. 

La Constitución de 1980, a diferencia de los textos constitucionales ante- 
riores, introduce en su texto leyes que se distinguen de la ley ordinaria pu 

, ; superlegalidad de fnrma.a saber: la ley organica constitucional, la ley de 
‘qubmm calificado y la ley interpretativa. 

Se diferencian estas leyes por requerir para su formación de procedimientos 
distintos de los de la ley común. 

Cabe señalar, además, que junto a estas leyes que se caracterizan, prin- 
cipalmente, por su superlegalidad de forma, hay otro tipo de leyes que se 
distinguen de la ley ordinaria no ya en razón de la forma en que nacen a la 
vida juridica sino que en razz de k mats& son éstas las leyes de base o 
1 eyes normativas, inspiradas tambi8n en la Constitución francesa y recogidas en 
nuestro texto constitucional en el articulo 60 N* 4, NQ 16, NQ 18 y NQ 20. _~~ 

Es evidente que la incorporación al texto constitucional de estos distintos \ 
tipos de leyes ha suscitado diversos problemas de interpretación jurídica, que 
dicen relacibn principalmente con su naturaleza juridica, con su contenido y 
am su con+301 a posteriori por la Corte Suprema. - 

La Constituci6n española de 1975 contempla también diversos tipos de - 
leyes y ab igual qne en Chile vemos que en la literatura jurídica de este país 
existen importantes trabajos dedicados a concretar el concepto y extensión de 
estas nuevas instituciones. 

Sin pretender entregar una interpretación definitiva sobre la materia, 
intentaremos, en este trabajo, precisar algunos aspectos relativos a la ley orgánica 
constitucional, pues estimamos que, como esta institución está llamada a com- 
plementar el texto constitucional, es de suma importancia ir definiendo ciertos 
criterios en torno a ella de manera de facilitar la implementación que requiere 
la Constituci6n de 1980 para la plena vigencia de sus instituciones. 

1. FUENTES EN EL DERECHO COMPARAKI Y EN EL DERECHO CHUENO 

En el Derecho Comparado la institución aparece en la Constitución fian- 
cesa de 1958 -texto que tuvieron presente los miembros de la Comisión de 
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Estudio de la Nueva Constitucibn para incwporarla a la Carta de 1980- y  
cuyo artículo 46 expresa que las leyes a las cuales la Constitución confiere el 
carácter de orgánicas serán votadas o modificadas según ciertas condiciones, 
señalando, a continuación, un procedimiento especial, distinto del de la ley 
común, para su deliberación y  votación. 

La Constitucibn francesa no define la noción de ‘ley orgánica constitu- 
cional”, aunque podría inferirse un concepto de las normas que señalan las 
materias que deben ser reguladas por este tipo de leyes y  establecen un 
sistema de aprobación especial. El referido artículo 46 inoluye, además, un 
requisito de forma d disponer que las leyes orgánicas no pcddrf<n ser pro- 
mulgadas sino después que el Consejo Constitucional haya declarado la con- 
formidad de ellas con la Comtitución. 

Esa declaración, según el articulo 62 de la Constitución francesa, será 
inapelable, y  sus efectos deberán ser reconocidos por los poderes públicos y  
por todas las autoridades administrativas y  jurisdiccionales. Resulta de esta 
norma que toda decisión del Consejo Constitucional no puede ser revisada por 
órgano jurisdiccional alguno. 

La Constitución española de 1978 contempla también la institución de 
la ley orgánica constitucional. 

Al igual que en la Constitución francesa el concepto de ley orgánica no 
está definido en la Constitución española y  éste se desprende 6610 de la indi- 
cación de las materias que deben ser normadas por ella y  por los quórum 
especiales de aprobación, aun cuando su constitucionalidad no requiere de con- 
trol previo. En el texto constitucional español la ley orgánica se distingue de 
la ley común por la materia que regula y  por el quórum especial de aproba- 
ción, pero no por el conti previo de su constitucionalidad. 

De lo anterior se infiere que el constituyente chileno, en esta materia, se 
inspiró más bien en la Constitución francesa. 

En cuanto a las fuentes de la institución en el Derecho deno, es me- 
nester considerar el anteproyecto constitucional elaborado por la Comisión de 
Estudio de la Nueva Constitución, el informe del Consejo de Estado y  el pro- 
yecto aprobado px la Honorable Junta de Gobierno. 

Respecto del anteproyecto de la Comisión de Estudio de la Nueva consti- 
tuci6n es menester destacar que la incorporación de esta institución se debatió 
principalmente en las sesiones 3448, 353 *, 3589 y  4W. Cabe destacar que en 
ninguna de esas oportunidades los comisionados se preocuparon de definir el 
concepto de “iey orgánica”, quedando, sí, clara y  unánimemente aceptada la 
nece idad 

J 

de control previo de su constitucionalidad por el Tribunal Gmstitu- 
cio al. El antepmyecto constitucional contemplaba que la aprobación, mcdifi- 

ción o derogación de la ley orgánica constitucional sería por la mayoría 
absoluta de los miembros en ejercicio de cada Cámara, al igual que Ias leyes 
interpretativas y  de quórum calificado. Lo anterior significaba no diferenciar 
entre ley orgánica constitucional, ley interpretativa y  ley de quórum calificado. 

La ímica nota distintiva entre la ley orgánica constitucional y  la ley de quórum 
calificado residía en que la primera requería de control previo de SU c~nsäW 
cionalidad. 

El Consejo de Estado, por su parte, siguió el criterio de la Comisión de 
Estudio de la Kueva Constitución, manteniendo las materias que debian ser 

reguladas por ley orgánica y  el quórum de mayoria absoluta para-su aprobaci6n. 
Sin embargo, la Honorable Junta de Gobierno modificó los quórum en el 

sentido de que la aproba&n, mwlificación o derogación de la ley orgtica o 
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de una ley interpretativa de la Constitución requerirían de tres quintos de los 
Diputados y Senadores en ejercicio, conservando la mayoría absoluta de los 
miembros de cada Cámara para las leyes de quórum calificado. 

Al respecto es menester tener presente, además, que la Honorable Junta de 
Gobierno otorg6 mayor competencia al campo de la ley orgánica constitucional 
en la regulación de materias relativas a sistema electoral, educacih, partidos 
políticos, Tribunal Constituckmal y Banco Central, ampliación que tambih sig- 
nificó mayor rigidez si se tiene presente el alto quórum de aprobación o de 
enmienda de estas leyes. 

Las modificaciones introducidas ‘por la Honorable Junta de Gobierno alte- 
raron la naturaleza jurídica de la ley orgánica, pues la diferenció de las leyes 
de qu6rum calificado y, además, amplió su contenido, lo que conduce a que en 
la interpretación no pcdamos utilizar, en toda su extensión, las opiniones ex- 
puestas por los miembros de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, 
pues estamos frente a una institución que regula también otras materias y que 
exige otros qu6mm de aprobacih, modificacibn o derogación. 

El alto quórum exigido impone que el legislador orgánico sea sumamente 
cuidadoso en la hteTr&a&n de esta institución, por la rigidez que suponen 
los procedimientos que se requieren para su elaboración, mrxlificación y der+ 
gacidm. 

II. thNCEPT0 DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL 

El texto constitucional de 1980 no define el coucepto de ley.~rgh&uxns, __.- 
titucion éste resulta do característicasque la distinguen: quórum dg 

&,ywdiFck3cici6n 0 de~&Gi&; materias que-regula (el articulo 60 de 
la Constitución cokenza diciendo que “~610 son materias de lev: 1) -que- 
en virtud de la Constituci6~~.deb~ ser objeto de leyes orghicas constihmiona- 
les;“); no procedencia, respecto de ella, de la delegacih de facultades b@Ja- 
lativas al Presidente de la República; y suieción a uq~md~eyiQ~& su 
&tucionalidad, antes de su promulgación, por 

La ley orgtica constitucional tiene una ~r@alidad CnTmn por 
dos elementos: $1 c&um de apr,rob-iión, modificación y derogación, y el cwtrol 
previo de su constitucionalidad~ antes de su pro-&gacih. *- 

De todas las caracterkticas mencionadas, podría esbozarse un concepto & 
ley or,&ha constitucional en los thninos s+&entes6’norma que, estando pre- 
vista como tal en la Constitucibn Pohica para la ãprobacióti de ciertas materi-, 
necesita, para ser aproba modificada y derogada del gubrumdees+i&x 
ae los Diputados y Senadores en ejercicio o de la unanimida --- 
Junta de Gobierno, en el periodo de transici6n; 
la delegación de facultades k~ativas en el 
que es obligatorio el control previo de su cxxz.titucionalidad~l Tribunal 
Constitucional. antes de su promulgación.* 1) 

~- 

El Tribunal Constitucional corroboró tal criterio en fallo de 22 de diciem- 
bre de 1981, el cual, en su considerando octavo, dice: 

“Que para determinar el contenido específico qoe deben tener las ma- 
terias reservadas a las leyes orghicas constitucionales, es necesario recu- 
rrir al espíritu del constituyente al incorporarlas a nuestro sistema jurídico, 
reflejado en su objetivo, en los preceptos que las consagran y en sus 
caracteristicas esenciales. a~objetivo es desarrollar en un texto armhico 
y sistemático los preceptos constituckmales en aquellas materias que el 
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constituyente ha reservado a dichas le es. Se ún su filosofía matriz puede 
decirse que esta nueva cate oriãde F---- eyes están llamadas a ocupar un 
ly~einn~õ¿ijfiili ¿$ñithciói y  la ley 6ZiZüL Demuestra su 

al importancia bentrXuestra normatIvajuridica, la circuns- 
tancia que el artículo 82 Ng 1 de la Constitución las somete a un control 
preventivo y  obligatorio de constitucionalidad y  el articulo 63 del mismo 
cuerpo de le es exige un elevado quórum en ambas ramas del Congreso 

i? 
li ” a su apro acron, modificación o derogación. 

e caracterizan por versar sobre determinadas materias que lla Constitu- 
ción ha señalado taxativamente; necesitan para su aprobación, modifica- 
ci6n o derogación de los tres quintos de los diputados y  senadores en 
ejercicio; las materias reservadas a ellas no pueden ser objeto de faculta- 
des le ‘dativas y, como anteriormente se expresó, deben ser sometidas 

~:tii%on~dad”. 
su romulgacibn al Tribunal Constitucional para su control de 

De lo anterior resultaque_hablamos de- superlegaadad de fo:rna, porque, 
corno bien lo -expresa el Tribunal se requiere de requusit~os especiales para su _~~~. 1 -~ ~- 
formación y  en cuanto al fondo, éste está determinadopor la competencia que 
le entrega el constituyente. 

III. JERARQUÍA DE LAS LEYES ORGÁNKXS co~s~r~uc~ox~~~~ 

J&relación a la naturaleza &rídica de las leyes orgánicas constitucionales 
conviene formularseJa siguiente interrogante: &as leyes organices constitucio- 
nales se asimilan a la Constitución, o son sólo normas complementarias de ella? 

La duda planteada ha surgido principalmente frente a la afirmación de 
ciertos comisionados en cuanto a que la ley orgakza constitucional seria una 
norma de jerarquia intermedia entre la Constitoci6n y  la ley ordinaria; y  al 
efecto el propio Tribunal Constitucional ha declarado que la ley orgánica tiene 
esa jerarquía intermedia. Si se examinan las actas de la Comisión Constituyente, 
se comprobará que los comisionados usaron la expresibn “ierarquía intermedia”. 

Es importante establecer en qué sentido se ha usado la palabra “jerarqufä 
y  cual es su significado. Conforme a la acepción corriente del vocablo, resulta 
evidente que las leyes orgánicas tienen jerarquía intermedia, pues gozan de una 
superlegalidad de forma, lo que, en ningún caso permitiría sustentar la tesis 
de una superior jerarquia normativa. @ue significa Nla “jerarquia intermedia? A 
nuestro juicio el problema se cenua‘en determinar cuando una norma tiene 
superior jerarquia normativa respecto de otra, y  ello ocurre cuando una norma 
está sutwdinada a otra. 

Lo expresado por el Presidente de la Comisión de Estudio de la Nueva - 
Constitución en la sesión 353s corrobora lo anterior, pues el debatirse el asunto 
de la jerarquia intermedia de la ley orgánica constitucional su Presidente ex- 
presó que si esta ley se asimilara a la Constitución habría que ampliar el 
recurso de inaplicabilidad. Por ello el señor Lorca sostuvo que ‘en el caso plan- 
teado por el señor Presidente, las leyes orgánicas serian asimilables a la Consti- 
tución”. 

En las actas de las sesiones 344s, 353s y  358s se contiene el debate sobre 
la naturaleza de esta institución que, evidentemente, no quedó claramente per- 
filada, al igual que en el texto de la Constitución española y  francesa. 

Se presenta el problema relativo a la superlegalidad de forma y  a la expre- 
si6n “jerarquia intermedia”. Al aceptarse por los comisionados esta connotación, 

ello llev6 a algunos de ellos a sostener que, en ese supuesto, tambien tendria 
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que modificarse el texto de la Constitución en lo referente a la ampliación del 
recurso de inaplicabilidad, ya que la ley común deberfa estar en conformidad 
con la ãey organica con.stitucional. 

Es importante destacar que la Honorable Junta de Gobierno no amplió el 
recurso de inaplicabilidad, como se había sugerido en un principio por la Comi- 
sión de Estudios de la Nueva Constihmibn, lo que da a entender que, aunque 
agrego un requisito de superkgalidad de forma, no quiso privar a la ley orgá- 
nica de su jerarquía normativa de ley frente a la ley superior que es la Consti- 
tuoión. 

El ‘lugar intermedio” no puede ser otro que el seííalado_por la propia 
Con~tüción, es decir, la mayor exige& de requisitos de forma, que la doc- 
trina denomina como snperlegalidad de formuro queunca consti~ye~ una 

*qdp~ormZiva superi~ues para ello es msster qu e opere una sub ~.~~ ~_ 

ordinación entre los órganos que dictan las diferentes leyes. En otras palabras, 
----- 

jamás puede existir distinta*quíanormativã - entr~pios emanados aé 

un mrsmo 6rgano. . 
Si se aceptara un criterio de esa naturaleza, seproduciría el absurdo de 

suponer un rango superior a la ley interpretativa, por tener una suprJe&&d __~ .~ 
de forma y  un procedimiento especial en su proceso formativo, al igual que 

I la ley de iniciativa &hrsiva del Presidente de la fkp&hca y  la quedelega 
. . . 

atribuciones legislativas. las cw&&&&&ttienen un orocedlmlantn del 
e la lev común. 

En- ese caso, nos encontraríamos frente a un caos en materia de jerarquía 
de normas, lo que representada una irracionalidad del constituyente; es decir, 
si por existir requisitos de forma distintos de los de la ley común, se sostuviera 
que hay una superior jerarqufa normativa, ello llevaría a un quiebre en todo el 
sistema de jerarquía de las normas. 

A juicio de un constitucionalista español, refiriendose a la misma materia 
en la Constitución española, dice: ‘Za cuestión cobra todo su significado si el 
problema no se reduce a la simple relación de ley ordinaria, ley orgánica, sino 
que contempla en toda L extensión de los diversos tipos de normas con fuerza 
de ley que ‘la Constitución establece, como son las leyes ordinarias, las leyes 
orgánicas, los estatutos de autonomfa (se refiere a todos los tipos de normas 
que existen en la Constitnci6n española). Como fácilmente puede suponerse, 
este enjambre conceptnal no es tknicamente organizable con arreglo a criterios 
que se apoyan en la disparidad de procedimientos. Si aceptamos que las leyes 
organicas son jemrquicamente superiores a las ordinarias en base al requisito 
adicional del quórum reforzado, las consecuencias que esto conlleva son abso- 
lutamente inadmisibles”. (Revista Estudios Políticos). 

La buena doctrina esta dada por este autor al decir que ‘fe1 nrincfr>io<e~. 
jerarqufa normativa no es la consecuencia mecanica &-e 
rklad inmanente de unos textos normativos sobre otros de distinta denomina- 
cion, sino el efecto reflejo de la jerarquizacibn poli”ncádè ToTXiinos & los __- 

s&xdinadas entre sí según cual sea la subordinaci6n de los brganos. De ahi, 
las distintas jerarqufas de las normas. 

A mayor abundamiento, si !a~ley org&~~constituciona! está consagrada 
entre las materias de ley, de. a=elo -con el a~&ículo.Xl~de. L ~Carta Emrdamen- 
tal, no podemos Regar a otra conclusion que la ley orgánica ccnstit&onal es 
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9-a ley y  un precepto legal que no puede ser asim?l+le al conce~$ de Gxxti- 
tución. A nuestro juicio, y  respetando las valiosas opiniones que se $&n dar 
en sentido contrario, la ley orgkka configura un precepto legal atacable tam- 
bi8n por la vía de la inaplicabilidad. 

Cabe reiterar al respecto que, en este caso, la instituci6n aparece contem- 
plada entre las materias de ley, por lo cual no se pxbía &minar o limitar 
la expresión “precepto legal” pretendiendo que los comisionados o los autores 
de la CkmstitucSn tuvieron otra intencibn, ya que nació a la vida del derecho 
como ley distinta de la Constitución, y  sus normas son preceptos legales. 

Las normas sobre interpretacibn de nuestro Código Civil reafirman nues- 
tro criterio y  muy especiahnente el articulo 29, al establecer que “el contexto de 
la ley sirve para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que 
haya entre todas ellas la debida correspondencia y  armonía”. 

Estimamos que, si el espirito del constituyente hubiera sido dar a la ley 
orgánica el carfrcter de Constitución, no habría contemplado este tipo de normas 
en el artículo 60, que comienza diciendo “Súlo son materias de ley”; y  que, 
igualmente, en el recurso de inaplicabilidad, habría hecho una distinción entre 
ley común y  ley orgánica, y  además, en el inciso tercero del artículo 83 habrin 

_~plicado qu6 debe entenderse por “precepto legal”. 
Es evidente que la asimilación de la ley orgánica a las materias de ley y  

la utilización del concepto “precepto legal”, en t&minos amplios, permiten 
afirmar que, si bien puede existir una superlegalidad de forma, no hay entre 
la ley común y  la ley orgánica un principio de subordinación de una a otra. 
Además, ambas emanan de un mismo órgano y  deben sujetarse a la Constitu- 
ción; por lo demás, si la ley ordinaria violara la ley orgánica, seria inconstitu- 
cional, al regular materias que no son de su competencia, pues ambas tienen 
una misma jerarquía y  8k.s dos están subordinadas a una ley superior, que es 
la Constitución. 

-.. 

N. LA.5 LEYES ORGÁNICAS EN EL PERíODC DE TRANSIClbN 

Las disposiciones transitorias del texto constitucional establecen expresa- 
mente que las potestades normativas de la Junta de Gobierno son la constitu- 
yente y  la legislativa A nuestro juicio, asimilar la ley org&oica constitucional a 
la Carta Fundamental, aunque ~610 sea para los efectos de su tramitación, no 
se ajustarfa a derecho, porque podria sostenerse que si fue dictada en el ejer- 
cicio de la potestad constituyente se requeriría de aprobación plebiscitaria para 
so promulgacibn, pues este 9amite se exige cuando la Junta de Gobierno 
ejercita dicha potestad, en tanto que en el caso de la potestad legislativa basta 
la unanimidad de sus miembros. De lo expuesto resulta que las leyes orgánicas 
se dictan en el período de transición en vimd de la potestad legislativa; que 
sus normas tienen el carácter de preceptos legales, y  que no son as&iIables a 
la Constitución, sino que se trata de leyex com$ementti,as a ka, con una 
superlegakl+d de forma que se expresa en el período de transición y  en la 
aprobación de su constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional, antes 
de su promulgación. 

v. PROCEDENCIA DEL REczTRso DE IKkPLICABlL.IDAD 

Declarada la const+twionalidad previa por el Tribunal Constitucional surge 
el problema de determinar si la ley orgánica puede o no ser revisada por la 

vía del recurso de inaplicabilidad 
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En primer lugar, abona la tesis de la procedencia del recurso el articulo 
60 de la Carta Fundamental, que señala cu6les son las materias de ley e incluye 
entre ellas a da ley orgánica constitucional. Es menester tener presente que esta 
institución tiene como fuente en el Derecho Comparado la Constitución fran- 
cesa, pero que el constituyente chileno no contempló la disposición que esta- 
blece que las resoluciones del Consejo Constitucional nunca pwlr&n ser revi- 
sadas por los Poderes Públicos ni por autoridad administrativa o jurisdiccional 
alguna. 

Atimismo, el artículo 80 de la Constitución de 1980, que consagra el 
recurso de inaplicabilidad, dispone que éste procede contra “todo precepto 
legal”, sin distinguk enix los diversos tipos de leyes. Al respecto, no hay que 
olvidar que bajo el imperio de la Carta de 1925 la Corte Suprema tuvo un 
criterio amplio para entender que en ,Jas palabras “todo precepto legal- se in- 
oluían las disposiciones contenidas en los decretos con fuerza de ley, decretos 
leyes y  tratados internacionales, por lo que debe considerarse que dicha expre- 
sión tambikn se refiere en la actualidad a los distintos tipos de leyes que existen 
en nuestro ordenamiento constitucional. 

A nuestro entender el inciso final del artículo 83 de la Constitución limita 
la jurisdicción de la Corte Suprema al disponer que “Resuelto por el Tribunal 
que un precepto legal determinado es constitucional, la Corte Suprema no pod4 
declararlo inaplicable por el mismo vicio que fue materia de la sentencia”. A 
este respecto es menester aplicar los articulos 60 y  79, del texto constitucional, que 
disponen claramente que los órganos del Estado ~610 pueden actuar dentro de 
los límites de su competencia. La limitación de la jurisdicción de la Corte Su- 
prema rige s610 para el caso en que el Tribunal haya resuelto sobre un *pre- 
cepto legal determinado”, sobre un precepto respecto del cual ha existido con- 
tioversia, y  es indudable que un Precepto legal determinado” es diferente de 
toda una ley. 

Además, cabe destacar que la jurisditi¿m de la Corte se limita en relaci6n 
al “mismo vicio” y  no podría aplicarse esta expresión del “mismo vicio” refinén- 
dose a la declaración de constitucionalidad de una ley en general. Fue éste el 
criterio que adoptó el Tribunal Constitucional al resolver sobre la ley orgánica 
constitucional sobre concesiones mineras, donde se plante6 una controversia res- 
pecto de dos preceptos legales determinados: la categoria de la ley que debía 
establecer quB sustancias mineras son objeto de concesión y  la duración de las 
concesiones de explotación, pronunciándose el Tribunal en el sentido de que la 
duración podía ser indefinida y  que las sustancias concesibles debfan estar de- 
terminadas por una ley orgánica constitucional; es decir, resolvió en virtud del 
NQ 2 del artículo 82 una cuestión de constitucionalidad suscitada durante la 
tramitación del proyecto y  se pronunció sobre preceptos legales determinados y  
respecto a posibles y  determinados vicios. Cabe concluir, en consecuencia, que 
la Corte Suprema tendria limitada su jurisdicci6n y  no podria revisar esas dis- 
posiciones por la vía de la inaplicabilidad. 

La situacibn es diferente cuando el Tribunal revisa la constitucionalidad 
de un texto legal, porque, de acuerdo a las atribuciones que le otorga el artículo 
82 NQ 1, en taI caso, no se pronuncia sobre un vicio o un precepto legal deter- 
minado, y  en consecuencia, de acuerdo al texto constitucional, no podría apli; 
carse el artículo 83 inciso final de la Constitución y  la ley orgánica podrG 
revisarse por la vía de la inaplicabilidad. -. i 
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VI. EVENTUAL OMISIÓN DEL TRÁMITE DEL. CONTROL PREVIO 

Continuando con nuestro examen de los problemas de interpretación que 
ofrece la instituci6n de la ley orgánica constitucional, debemos referirnos a las 
efecto que puede suscitar la eventual omisión del timite del control previo de 
constitucionalidad por el Tribunal Constitucional. 

Es evidente que dadas las numerosas materias que deben regularse por este 
tipo de leyes y  frente a la dificultad de determinar la competencia del legislador 
de ley orgánica constitucional, se plantean diferentes criterios en tomo a si 
ciertas normas debieran o no someterse al control previo de constitucionalidad. 

A nuestro juicio la omisión del contrd previo importa un vicio de forma, 
porque la ley ha nacido a la vida del derecho sin un trámite indispensable que 
la Constitución exige en su proceso formador, e indirectamente, en un vicio de 
fondo, porque la materia debi6 ser regulada por un determinado tipo de ley y  _ 
esta última no seria tal por faltarle un requisito de forma. La importancia de 
resoker sobre si se trata de un vicio de forma o de fondo, incide en que es 
doctrina unánime de la Corte Suprema la de no aceptar recursos de inaplicabi- 
lidad por vicios de forma; sin embargo, como un futuro legislador, por la vía 
de la interpretación, podria simplemente, dictar este tipo de normas y  omitir el 
tr&nite del control previo, es fundamental determinar si el vicio es sustantivo 
o de forma. Reiteramos que a nuesko entender reviste las dos características. 

El problema se presentará seguramente en mayor medida, no cuando la‘ 
ley no se someta al control previo, sino cuando la ley ordinaria se introduzca 
en el campo de la ley orgánica constitucional y  la modifique y  omita a su res- 
pecto el control previo. Hasta el momento se han dictado las leyes org&rkas 
constitucionales sobre concesiones Mineras y  Tribunal Constitucional, pero fal- 
tan otras más complejas, como la de Municipalidades, Contraloria General de 
la República, Partidos Politices, Sistema Electoral, etc., y  en ciertos proyectos 
vemos cómo se acepta la tesis de que el texto de la ley orgánica constitucional 
puede contener normas de ley común. 

Cabe preguntarse al respecto qué sucederá si se dicta una ley común que 
indirectamente invade, en algún aspecto, el campo de la ley orgánica constitu- 
cional. En ese supuesto, indudablemente también se cae en un vicio de forma 
y  de fondo: de fondo, porque en esa situación la Carta Fundamental es violada 
en su sustancia misma. A modo de ejemplo, podriamos señalar que si la ley 
orgánica de concesiones mineras establece las sustancias no concesibles, no 
podría la ley común autorizar que se otorguen concesiones sobre esas sustan- 
cias, pues indirectamente se violenta la ley orgánica constitucional, y  se incurri- 
ría, además, en un vicio de fondo, al vulnerarse también el NQ 24 del artículo 
19. Es de fundamental importancia establecer que siempre que la ley común 

invade el campo de la ley orgánica, viola la Constituciófi en el fondo; es decir, 
viola la norma constitucional que indica qu6 materias deben ser reguladas por 
la ley orgPnica y  cabe, en consecuencia, a su respecto el recurso de inaplica- 
bilidad. 

WI. ,pcrem LA LEY 0Idhxa DELEGAB ATFuBUCIONES EN EL LEGISLADOR 
oI3mNABro? 

La ley orgánica constitucional por su propia naturaleza debe regular una 
serie de materias que el constituyente le ha sefialado, que SOII sumamente com- 
pleja y  difíciles de determinar, por lo que muchas veces resulta difícil precisar 
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el contenido de la misma. Cabe preguntarse si el legislador orgánico puede7 
establecer que la ley ordinaria regule una matetia determinada. Sobre el par- 
titular estimo que deben tenerse presentes ciertas disposiciones constitucionales Í 
y, sobre todo, lo siguiente: primero, la competencia entregada en cada caso al : ’ r 
legislador de ley orgknica; segundo, que el actual constituyente ha fijado un i / 

campo de acción de la ley, distinto del que tenía el legislador en la Constitu- : 
ción del 25, y  tercero, la amplia potestad reglamenttia del Presidente de la ; 
República, en virtud del NQ 8 del artículo 32. La posibilidad de delegación que 1 
podría tener el legislador de ley org&nica estaria siempre limitada por la i 
materia que se ha entregado a la regulación de la dey orgánica, por el campo 
de acción de la ley, y  el ámbito de la potestad reglamentaria del Presidente de 
la República. Im 

En estricto derecho y  considerando que el campo de la ley en nuestro 
ordenamiento constitucional está reservado en forma expresa, estimamos clue 
no es posible la delegación del legislador orgánin, en el legislador común, 
pues la competencia de éste emana de la propia Constitución. 

En la sesión NQ 16 de lla Comisi6n Asesora del Presidente de la República 
para la redacción de los Anteproyectos de leyes políticas, expreshbarnos dudas 
frente a este problema; hoy día, ya más decantado el estudio de la institucibn, 
no dudamos en afirmar que wcab_e la, del.. aci6n del legislador orgánin, en I ‘, 
-!ador común, pues Qste ~610 goza de ‘a competencia que le asigna el :I K 
wnstituyente y  la reglamentación de Ias materias propias de Ieyes orgánicas; / 
&o le corresponde al Presidente de la República en virtud de su potestad! 
r~~&&atia .de ejecuci6n de j~y. u 

Cabe citar al respecto la interesante opinión del profesor Manuel Daniel, 
en trabajo publicado en la Gaceta Jurídica y  en el cual dice: 

“El principio de la jmidicidad y  el de la competencia, que obligan a todos 
los órganos públicos y  no solamente a los administrativos, ha sido recogido, 
como es sabido, por nuestro ordenamiento constitucional y  muy singularmente 
en los artículos 69 y  7Q de la Carta. 

No es posible, entonces, concluir en otia aserción que en la siguiente: 
como no hay autorizaci6n constitucional para que las materias asignadas a una 
ley orgánica de esta categoría puedan ser delegadas y  reguladas por una ley 
común, es inadmisible que, v&lidamente y  de acuerdo con nuestro ordenamiento 
jurídico, se produzca tal acto del legislador. La ausencia de una prohibición 
expresa no tiene la virtud de alterar esta conclusión, porque no encontrándose 
el acto comprendido dentro de la competencia señalada para el legislador en 
el ámbito de una ley orgánica, tal prohibicibn resulta superflua”. 

(Prof. Derecho Administrativo Sr. Manuel Daniel, Gaceta Juridka NQ 37 
de julio de 1983). 

VIII. cOMPLEMENTACI6N DE LEY ORGÁNICA POR LEY COM6N 

¿Puede el legislador de ley orgánica regular okas matetias o la ,ley orgánica 
constituci~al debe constituir un sistema de normas encargado exclusivamente 
de la regulacibn de asuntos entregados expresamente a su competencia por el 
constituyente? Por ejemplo, la legislación sobre municipalidades se va a referir 
simplemente a la competencia asignada a la ley orgkca, o podría encargarse 
también -para crear, dentro del texto, un sistema más armónico- de ciertas 
materias propias de la ley común. Sobre el particular cabe destacar la opinión 
del profesor Manuel Daniel, la que recogimos en toda su extensión. 
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“El Tribunal Constitucional, en algunos de sus fallos (puede verse el ya 
re~~~rdado, de 26.XI.81), ha hecho la distinción entre preceptos que cm&i~yen 
‘elementos complementarios indispensables’ de una ley orgánica constitucionral, 
y  aqudos que, no si8ndolo y  calificándolos por eso de legales comunes, ha 
estimado al margen del control previo de constitucionalidad; consecuencialmente, 
la mcdificación de estos últimos estaría sujeta aI procedimiento de una ley 
ordinaria. 

Ahora bien, debe tenerse presente que esta conclusión del Tribunal, adop- 
tada con un importante voto disidente, se ha producido al pronunciarse sobre 
proyectos modificatorios de disposiciones de leyes que fueron antes leyes cw 
munes, pero que, por mandato del articulo 59 transitorio de la Constituábn 
Polkica, se consideran leyes orgánicas constitucionales entretanto no sean 
dictadas otras sobre la materia (se trataba del C.O.T.). Cuando fueron dictadas 
esas leyes, el legislador disponía de amplia libertad en la regulación de la 
materia: el dominio de la ley era limitado y  no existían las leyes orgánicas 
constitucionales. Indistintamente, pues, pudo contener el respectivo texto legis- 
lativo normas reguladoras de su objeto propio, otras que fueran “elementos 
indispensables” para este objeto y, aun, algunas que ~610 muy indirectamente se 
relacionaran con el contenido que las motivaba. No podía prever ese legislador 
que, convertidas mucho tiempo despu& esas leyes, aunque transitoriamente, en 
“orgánicas constitucionales”, quedarían sometidas a un procedimiento rígido de 
reforma, acaso incompatible con la finalidad de algunos de sus preceptos. 

Lo resuelto ,por el Tribunal Constitucional al respecto tiene, pues, en todo 
caso, la virtud de solucionar el problema derivado de la conversibn en ley 
orgánica constitucional de un conjunto de normas no siempre homogéneas en 
cuanto a la permanencia previsible de su contenido. 

No obstante, en el control previo de constitucionalidad que le corresponde 
ejercer, el mismo Tribunal, cuando deba pronunciarse sobre textos de leyes 
orgánicas constitucionales proyectadas a la luz de los t&minos de la Constitución 
vigente, tendr6, ciertamente, que considerar en qué grado se pueden introducir 
en ellas normas que igualmente podrían ser de una ley común. Las admitiría 
si, según lo ha dicho, son ‘elementos complementarios indispensables” y  las 
rechazaría si son ajenas a la materia por regularse, ya que en este caso habria 
inconstitucionalidad; con ello, además, dejaría a estas normas en el sistema de 
mcdificaá6n ordinario y  más flexible que debexía corresponderles”. 

Ix. c3xvmNIm DE LA LEY 0acÁNIca CONmTuGIONAL 

En nuestro ordenamiento fundamental tanto el&islador or ánico como 
el de ley común tienen sus campos de accieesamente sen az por el 

-3 -~.. 
‘-- 

_ cqostituyente. 
De acuerdo al artícu~q 6C- de la- Constit@6n Noé imEra el sistema de la 

so&ran&~& l+.&y-~#no. que ésta $ek-~abordar .so!am-e$e &s@e+as que se 
le señalan en forma taxativa por el constituyente. 

o en Tos &rnT$m- @II~G una tess llamada de la jerarquia, 

,ez?a szTh?l or$tiica-~~m$xi~~d~ ~~hái¿i%d~ _distiSe~ r$@ias, 
siempre que es& re aclona&s con Tas que se e an encomen&& por ertexto 
constitucional Tendria asl, la ley orgánica, una mayor flexibilidad y  un campo 

de acci6n amplio. 
A la tesis de la jerarquía se ha opuesto la llamada tesis de la competencia, 

(por lo que se pronunció la suscrita en la Sesión NP 20 de la Comisión Asesora) 
que indica que la ley orgánica debe ceñirse estrictamente d texto fundamental. 
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Es indudable que, mirado el problema ~610 desde este punto de vista, se 
ajusta II& al texto constitucional la tesis de la competencia, sin perjuicio de 
lo expresado en el acápite anterior sobre las normas de complementación de la 
ley orgánica constitucional, de lo que resultaría que Qsta no podría exceder su 
campo de acción y  abordar por intermedio de e!.la materias que no se le han 
enbegado en forma expresa. 

El estudio y  la profundización de la institwibn nos han llevado, sin 
embargo, en relacibn con el contenido o competencia de la ley orgánica cons- 
titucional, a una clasificación que debe anteceder a la decisi6n sobre si se 
aborda la interpretaci6n de acuerdo s610 a la tesis de la jerarquía o de acuerdo 
a la tesis de la competencia. 

Abocados a estudiar el contenido de las distintas materias que debe regular 
la ley orgánica constitucional hemos encontrado que es posible plantear, respecto 
de ellas, una clasificacibn en relación a SU campo de acci6n. 

De .lo antarios msulta CJIJ~ en nuestro ordenamiento constitucional e&irian 
dos tipos de leyes o-cas conshicíonales,a saber: 

__~ __..~ 

‘A. Leyes orgánicas rígidas o cerradas. 

B. %es ¿wgánicas ampliaso - ~-__ 

La distinción entre unas y  otras resulta de la circunstancia de que respecto_ 
de @&inas materias el legislador orgánico tiene su 

y  al respecto cabe señalar como le$s orgánicas constitucio 
las siguientes: 

1. 
2. 
3. 
4. 

5. 

6. 

7. 
8. 
9. 

10. 

ll. 

La de sistema eledoral público (Articulo 18 de la Constitución Pokica). 
Ley de enseñanza (Artículo 19 NQ ll de la Constituci6n Politica). 
Ley de concesiones mineras (Artículo 19 NQ 24 de la Constitución Política). r/ 
Ley de organización básica de la administración pública (Artfculo~8 de 
la Constitución Política). 
Ley de Congreso Nacional (Artículos 43, 45, 48, 71 y  117 de la Cons- 
titwi6n Politica) . 
Ley de organización y  atribuciones de los Tribunales (Articulo 74 de la 
Constituci6n Politica) . 
Ley de Tribunal Constitucional (Articulo 81 de la Constituoión Politica). J 
Ley de Tribunal Calificador (Artículo 84 de la Constitución Pokica). id 
Ley del Banco Centxal (Artfculo 97 de la Constitución Política). 
Ley de Consejos Regionales de Desarrollo (Artículo 101 de la Constitución 
PoUtica). 
Ley de Municipalidades y  Consejos de Desarrollo Comunal (Artfculos 105 
y  107 de la Constitución Polltica). 

En cambio, respecto a otras materias, el constituyente ha entregado al 
legislador de ley orgánica una competencia flexible o abierta, pues no le 
ha determinado con precisión su campo de acción y  por el contrario lo ha 
facultado para establecer su propia competencia de tdrL_w_ds 
de la decxsdn del le ge 1 d de ley orgánica la extensión de su compeh& y  ‘s a or 

-si resuelve legislar_sobre una materia la convierte en propia de ley orgánia y- 
Jáusma la competencia del legislador de ley común y  del reelamentp autánom 0. 

Ejemplo de estas leyes son bs_&&entes: 
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1) La ley organica de partidos políticos: cabe destacar al respecto que 
el mandato-que el constituyente eñtrega al legislador orgánico es el siguiente: 
“una ley organka constitucional regular6 las dem6.s materias que k-s conciernen 
y  las sanciones que se aplica& por el incumplimiento de sus preceptos.. .” 
(Articulo 19 Ns 15, inciso final de la Constitución Política). 

De la sola lectura de esta norma aparece con toda claridad que es el 
legislador orgánico quien decide sobre el contenido de la norma que debe 
regular la acción de estas organizaciones. El constituyente en la primera parte 
del articulo 19 Na 15, inciso final, fija las bases constituciomdes sobre partidos 
políticos y  encarga al legislador orgánico regular las materias que les conciernen, 
competencia que, evidentemente, corresponde a su sola decisión y  por último le 
fija una competencia obligada en cuanto a que debe señalar las sanciones que 
se aplicaran por el incumplimiento de sus preceptos y  por la acción de los 
movimientos, asociaciones, organizaciones 0 grupos que persigan‘ 0 realicen 
actividades de los partidos polfticos sin ajustarse a la ley orgánica. 

2) La ley orgánica de la Contralorfa Gene& de laRe$@ca: el articulo 
80 de la Cónstitución Política señala las atribuciones de este 6rgano del Estado 
y  su inciso primero termina expresando: “y desempeñar8 las demás funciones 
que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva’. Por otra parte, el 
artículo 88, inciso final de la Constitución señala: “En lo demks, la organización, 
el funcionamiento y  las atribuciones de la Contralorfa General de la República 
serán materia de una dey orgánica constitucional”. 

De las disposiciones transcritas resulta que la Contralorfa General de Ia 
República tendrá las funciones que le señala la Constitnción y  las que el legis- 
lador orgánico resuelva otorgarle, clausurando en esta forma la competencia del 
legislador común y  del reglamento autónomo. 

3) La dey orgánica de estados de excep@.$ el artículo 41 Na 9 de la 
Constituc& establece: una ley org&%Fkonstitucional podra regular los estados 
de excepción y  facultar al Presidente de la República para ejercer por si o 
por otras autoridades las atribuciones señaladas precedentemente, sin perjuicio 
de lo establecido en los estados de emergencia y  de catastrofe”. 

De esta norma se infiere que en materia de estados de excepción la Cons- 
tituci6n es autónoma, de alli la expresión “podrá” que utiliza el artículo 41 
Ns 9 y  que es de competencia exclusiva del legislador orgánico resolver sobre 
las materias que regula en relación con los estados de excepci6n y  que al igual 
que respecto de las otras leyes orgánicas amplias o abiertas, desde el momento 
en que una materia ha sido abordada por el legislador orgánico se clausura la 
competencia del legislador de ley común y  del reglamento autónomo. 

Son muchos los problemas que tal vez puedan formularse respecto a esta 
institnci6n, desde ya, planteamos la duda sobre ciertas normas que han suscitado 
distintas interpretaciones como es el caso del artículo 88, inciso la, del artículo 
102, inciso 29 y  del artículo 110, inciso 29, pues las remisiones a Ia ley que 
allí se contienen dsemn acaso al legislador orgánico o d legislador de ley 
COd”? 

Hemos querido, con este trabajo, analizar algunos problemas de interpreta- 
d6n de una institución nueva en nuestro ordenamiento constitucional. Corres- 
ponderá a la justicia constitucional a través de su jurisprudencia ir precisando 
su verdadera extensión. 

La ley orgkca constitucional responde, a nuestro juicio, a claras tendencias 
~stittmionales contemporkneas, que gradualmente se incorpora a los distintos 
textos positivos. 
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La Constituci6n debe ser breve y sumaria, de allí que ciertas materias que, 

por su naturaleza, podrían ser propias de la norma constitucional se regulen por 

leyes con una superlegalidad de forma, cual es la ley orgánica constitucional. 

La Constituci6n debe aplicarse y no debe ser ~610 una declaración lírica y 

program&ica, de allí que el cumplimiento de sus normas se sujete a distintos 

tipos de control previo y a posteriori, de alli tambibn que la ley orgánica por 

su contenido deba obligatorkmente sujetarse al texto constitucional y controlarse 

previamente como requisito en su proceso formador. 

La justicia constitucional ha producido el efecto claro en el mundo con- 

temporáneo de que los problemas de la más diversa índole y aún los politices 

estén sujetos a una regulación jwfdica. 

Las constituciones modernas tienden al cumplimiento de una función inte- 

gradora, de allí la importancia de estas instituciones jurídicas que buscan a 

encauzar la ac&n política, social y económica para el interks general, de 

todos los gobernados. 


